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I. Introducción 

La familia es considerada la institución básica de la sociedad, es por ello que tiene 

una especial protección en el texto constitucional. Así mismo, los llamados derechos de 

segunda generación o derechos sociales, que surgieran en el contexto de las grandes 

desigualdades entre la burguesía, dueña del capital, y los asalariados, la mano de obra, el 

proletariado, que en la carta magna argentina se plasmaron con la reforma de 1957 en el 

artículo 14 bis, además de proteger el trato digno para los empleados en relación de 

dependencia y la igualdad, pretenden realizar una protección integral de la familia. 

No es una novedad que hoy por hoy la familia ya no es entendida como otrora fuera 

concebida a través del matrimonio entre mujeres y hombres, las formas de familia son 

múltiples, y de hecho el matrimonio como institución jurídica no prescribe la identidad 

sexo-genérica que deban tener los consortes, generando la posibilidad de encontrar tanto 

matrimonios heterosexuales como homosexuales, gozando ambos de las mismas 

garantías y derechos. Es natural entonces pensar que las garantías y derechos del 

matrimonio debe proteger a todos sin discriminación de género.  

Por su parte la Ley de Contratos de Trabajo protege a los empleados en relación de 

dependencia de despidos arbitrarios, en caso de que tales despedidos se realicen por 

causas fundadas en el matrimonio, y es que esta protección está fundada justamente en la 

especial tutela que requiere la familia por ser la base institucional de la sociedad. Es 

natural pensar que esta ley, aggiornando sus términos a las sociedades actuales, y 

considerando justamente lo mencionado ut supra de la composición actual de las familias, 

que tal protección debería configurarse tanto para empleados como para empleadas, sin 

importar la identidad sexo genérica de los consortes. 

El fallo que se analizará en el presente trabajo, Puig, Fernando Rodolfo c/ Minera 

Santa Cruz S.A s/ Despido, aborda estas cuestiones. Se aprecia en el mismo un problema 

de tipo axiológico y uno lingüístico. Es menester aquí explicar en primer lugar en que 

consiste tales problemas doctrinarios, para luego explicar cómo se presenta cada uno en 

la sentencia bajo análisis. 
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En primer lugar, sobre los problemas axiológicos, Sobrevilla (1995, p.1), explica que 

estos se presentan cuando la norma no ha tenido en cuenta una propiedad relevante, que 

emana de los principios; Así mientras que las reglas tienen el carácter de ser aplicables o 

no los principios están sujetos a la ponderación y su peso será mayor o menor frente a 

otros principios. Ello genera que los operadores judiciales quedan sometidos a los 

principios, es decir que los jueces no crean derechos a través de sus decisiones, sino que 

fijan derechos políticos ya existentes. Así mismo, entiende este autor que no tiene sentido 

realizar un catálogo completo de los principios, ya que estos son al menos cuestionables, 

y su peso es importante, aunque cambia con el tiempo, es por ello que los jueces aplican 

los criterios generales que tienen validez en el momento histórico particular, en lo que a 

principios se trata. 

Puntualmente en el falo, el a quo deniega la indemnización especial agravada por 

despido por causa del matrimonio, emanada del artículo 182 de la Ley de contratos de 

trabajo, por considerar que no procede por tratarse de un trabajador de género masculino. 

Se configurando así un trato discriminatorio, contrario al principio de no discriminación 

emanado del derecho laboral y contrario también al principio de protección integral de la 

familia con raigambre constitucional. Ello es entendido como un problema de tipo 

axiológico, pues existe una oposición entre la norma y tales principios. 

Respecto al problema lingüístico, según Gascon Avellan & García Figueroa (2004, 

p.94) ellos se presentan por la propia ambigüedad y vaguedad del lenguaje natural y su 

tesitura abierta que conduce a imprecisiones. Explican estos autores que la vaguedad tiene 

su origen en el significado de los términos que se torna impreciso, impidiendo así 

determinar los casos incluidos y excluidos de la norma, es decir se hace imposible 

determinar el núcleo de certeza con precisión, cuestión que motiva que algunas 

resoluciones puedan plantear dudas interpretativas, dotando el resolutorio de cierta 

discrecionalidad.  

El problema lingüístico, se manifiesta por la errónea interpretación del lenguaje 

utilizado en la ley. El artículo 182 de la LCT, se encuentra bajo el título VII denominado 

Trabajo de Mujeres, motivo por el cual entendieron los jueces de instancia inferior que 

no aplicaría tal indemnización por tratarse de una persona de género masculino. No 

obstante, tal artículo si bien se encuentra enmarcado en el mencionado título, en ningún 

momento hace referencia puntual al género del empleado consorte para el cual establece 
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la indemnización especial en caso de despido, y esto pone en tela de juicio cuál sería la 

correcta interpretación de la norma. 

El decisorio bajo análisis sienta jurisprudencia al entender que la protección contra 

despidos arbitrarios por razón de nupcias recientemente adquiridas por los empleados no 

debe ser considerada como una protección especial aplicable únicamente para mujeres, 

sino que debe aplicarse a todos los empleados sin importar el género. En la jurisprudencia 

q se analiza un empleado de sexo masculino es despedido dentro de los 6 meses de haber 

contraído matrimonio, y aunque no se trata de un matrimonio no heterosexual, permite 

aplicar la doctrina emanada en lo futuro.  

Para el abordaje de este trabajo, en primer lugar, se ha identificado el problema 

jurídico presente en el fallo, posteriormente se realizará un breve reconto de la premisa 

fáctica e historia procesal, para luego abordar el decisorio del cimero tribunal nacional. 

Seguidamente se realizará una investigación doctrinaria y/o jurisprudencial, con el fin de 

obtener visiones a favor y en contra de los argumentos seguidos por el máximo tribunal 

nacional, ello con el fin de poder elaborar una postura objetiva respecto del decisorio.  

II. Descripción de la premisa fáctica, historia procesal y decisión del tribunal 

El actor, Fernando Puig promueve acción contra su ex – empleador, Minera Santa 

Cruz S.A., por considerarse despedido sin justa causa, alegando que tal despido fue 

realizado dentro de los 6 meses posteriores a contraer nupcias, periodo en el cual la LCT 

en su artículo 181 presume que se trataría por causa del matrimonio, y fijaría la 

indemnización agravada basada en el despido discriminatorio que este sufriera. 

El juez de primera instancia entiende que tal indemnización no le corresponde al 

actor, pues este no pudo demostrar que tal despido estuviera fundado en trato 

discriminatorio. Así mismo no le corresponde a la población masculina la presunción 

iuris tantum que establece la ley, según entiende el magistrado, referida a que la falta de 

motivos por parte del empleador dentro del plazo previsto x ley, hace sostener que se trata 

por causas del matrimonio, pues estas cuestiones están insertas dentro del capítulo del 

trabajo de las mujeres.  

Disconforme con tal pronunciamiento, el actor apela ante la Sala VI de la Cámara 

Nacional de Apelaciones del Trabajo, la cual confirma el fallo del a quo. Para así decidir 

entendió que, si bien estaba acreditado que la empleadora tomó conocimiento de las 

nupcias contraídas por el empleado, no pudo demostrarse que el distracto fuera por tal 
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razón. Además, entendió que la protección especial de la ley, por cuanto a la presunción 

iuris tantum ut supra mencionada, corresponde a las mujeres por su particular situación 

solo de vulnerabilidad, y que en caso de tratarse de en empleado del género masculino 

debía probarse el despido x causa del matrimonio. 

Ante tal adverso fallo, el recurrente plantea un recurso extraordinario federal, cuya 

denegatoria motiva la queja que se trae a la Corte Suprema de Justicia de la nación para 

que dicte resolución 

Funda su queja el actor al entender que lo decidido vulnera, entre otras, las garantías 

de igualdad y no discriminación y la protección de la familia que cuentan con 

consagración constitucional, así como en diversos tratados internacionales de derechos 

humanos. Sostiene que el fallo es arbitrario porque carece de la debida fundamentación, 

se basa en afirmaciones dogmáticas y no aplica el principio de equidad en materia de 

distribución de la carga de la prueba. 

La Corte Nacional entiende que, si bien la interpretación de la norma laboral escapa 

a la instancia del art 14 de la Ley 48, debe realizar la excepción a esa regla debido a que 

la cámara ha dado a tal precepto un alcance irrazonable, que carece de sus propios 

términos y además, colisiona abiertamente con las directivas que fluyen de la 

Constitución Nacional y de los tratados internacionales de derechos humanos en materia 

de no discriminación y protección integral de la familia 

Tras un análisis pormenorizado, el cimero tribunal nacional declara admisible la 

queja, procede el recurso federal extraordinario planteado según el alcance que se indicó, 

y revoca la sentencia apelada para que vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que 

dicte nuevo pronunciamiento quien corresponda. 

III. Análisis de la ratio decidendi 

En su decisorio, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en adelante CSJN, 

sostiene que la prohibición del despido por causa del matrimonio se encuentra 

incorrectamente inserto en el Capítulo VII titulado “Del trabajo de las mujeres”, de la Ley 

de Contratos de Trabajo, LCT. Esto es así pues, ni el artículo 180, donde establece la 

prohibición del despido por matrimonio, ni la presunción del artículo 181 respecto al 

despido injustificado entre los tres meses anteriores y posteriores a que el empleado 

contraiga nupcias, ni la indemnización agravada del artículo 182 de tal norma, hablan 

expresamente de la trabajadora mujer.  
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Entiende la corte que respecto a la presunción del despido por causa del matrimonio 

no es aplicable solo a trabajadoras mujeres, tal como sostuvo el a quo. Entiende que no 

hay en la literalidad del artículo ningún elemento que autorice a excluir a los empleados 

de género masculino. 

Enfatiza el cimero tribunal que la LCT prohíbe cualquier trato discriminatorio debido 

a sexo, por lo cual entiende que jamás podría caber la interpretación que ha realizado el 

tribunal inferior, sin importar el capítulo en el que se encuentre inserta la normativa 

respecto al matrimonio. Así mismo agrega que cuando la ley se dirige al personal 

femenino, lo hace estableciéndolo taxativamente. 

Sostiene la CSJN que las normas jamás deberían interpretarse con sentido histórico 

sin adaptarlas a los contextos actuales, y que la interpretación realizada por el a quo no 

contempla el cambio en el paradigma familiar, en el que actualmente ya no solo la mujer 

es quien se ocupa de la familia, sino que actualmente está en cabeza de ambos cónyuges, 

razón por la cual esta interpretación restrictiva hace que la ley pierda la vigencia que debe 

tener a futuro. 

Por otra parte, la decisión que se impugna carece de los principios constitucionales 

emanados del arts. 14 bis de la Constitución Nacional y 11.2 y 17 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, 3 y 16 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer y 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, jerarquizados en el art. 75 inc. 22 de la carta magna, que pretenden 

proteger el matrimonio y la vida familiar.   

Tales instrumentos enfatizan que enfatizan que la familia es el elemento natural y 

fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

Además, reconocen el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio, y 

establecen la obligación de los Estados de tomar medidas apropiadas para asegurar la 

igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en 

cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. 

Así mismo, el Convenio 156 de la OIT, sobre los trabajadores con responsabilidades 

familiares (ratificado por la Argentina mediante la ley 23.451; B.O. 14 de abril de 1987), 

pone en cabeza de los estados miembros de la entidad internacional la obligación de 

incluir entre los objetivos de sus políticas nacionales permitir que las personas con 
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responsabilidades familiares que desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan su 

derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en la medida de lo posible, sin 

conflicto entre sus responsabilidades familiares y profesionales‖.  

Así, entiende la CSJN que de la normativa señalada se consagra el derecho a la 

igualdad, y consagran así el principio no discriminatorio. Y que además, el art. 402 del 

Código Civil y Comercial de la Nación determina expresamente que “Ninguna norma 

puede ser interpretada ni aplicada en el sentido de limitar, restringir, excluir o suprimir la 

igualdad de derechos y obligaciones de los integrantes del matrimonio, y los efectos que 

éste produce, sea constituido por dos personas de distinto o igual sexo”. 

Así concluye que para interpretar armónicamente el ordenamiento jurídico nacional 

la única interpretación posible de la normativa bajo examen, arts. 180, 181 y 182 de la 

LCT, es aquella que ponga en un plano de igualdad a mujeres y hombres. 

Con fallo unánime, el máximo tribunal nacional, hace lugar al recurso de queja y 

anula la sentencia recurrida para que se vuelva a dictar según estos argumentos, una nueva 

sentencia.  

IV. Análisis del autor 

IV.a. Análisis doctrinario y jurisprudencial 

Para comenzar este análisis, se desentrañará el significado de 3 principios del derecho 

laboral asociados con el fallo analizado, el principio protectorio y su derivado in dubio 

pro operario, y el principio de no discriminación. 

Uno de los principios sobre los que asienta el derecho laboral es el principio 

protectorio. Entiende Grisolía (2013) que, en conjunto con el principio de 

irrenunciabilidad, son los más importantes. Su finalidad es la de proteger la dignidad del 

trabajador en su condición de persona humana, y consiste en distintas técnicas que tienen 

por fin equilibrar las diferencias preexistentes entre trabajador y empleador, de modo de 

evitar que quienes se desempeñan bajo la dependencia jurídica de otros sean víctimas de 

abusos que ofendan su dignidad, dado el poder diferente de negociación y desequilibrio 

jurídico económico existente entre las partes.  

Como derivación de este principio surge, según Grisolía (2013), el principio in dubio 

pro operario. Según Grisolía (2013), esta regla es una directiva dirigida al interprete o 

juez para que en caso de existir una duda razonable acerca de la interpretación de 

determinada norma o la prueba ofrecida, los jueces deberán aplicarla en el sentido mas 
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favorable al trabajador. Respecto de la interpretación o alcance de la ley, entiende Grisolía 

(2013) que, si una norma resultara ambigua, y pudiera tener diferentes alcances, la 

interpretación que realizará el juez obligatoriamente será la más favorable al trabajador, 

pero ha de tenerse especial cuidado en aplicarla cuando exista duda razonable y no en lo 

general.  

Respecto al principio de no discriminación, explica Grisolía (2013) que el art. 16 de 

la carta magna nacional consagra el principio de igualdad ante la ley y hace alusión a la 

"igualdad entre iguales y en igualdad de situaciones". Así mismo, en distintos artículos la 

LCT se refiere a este principio que comprende la obligación del empleador de no 

discriminar por razones de sexo, religión, estado civil, raza, ideas políticas, razones 

gremiales, edad, entre otros, lo cual también se puede hacer extensivo al aspecto físico y 

a la discapacidad. 

Explica Grisolía (2013) que con la reforma de la Constitución de 1994 adquirieron 

rango constitucional los tratados sobre derechos humanos contenidos en el art. 75, inc. 

22, y entre ellos, el Pacto de San José de Costa Rica que prohíbe la discriminación por 

raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra condición 

social. Además, la OIT tiene una política activa para combatir la discriminación y la 

desigualdad en materia laboral. Puntualmente, dice Grisolía (2013) que lo que prohíbe la 

ley son las discriminaciones arbitrarias entre el personal, es decir, distinciones 

infundadas; no impide que el empleador otorgue un trato desigual en situaciones 

desiguales: el principio se refiere solo a identidad de situaciones. 

En oposición, Rodríguez Mancini (2004), sostiene que del texto de los arts. 180, 181 

y 182 de la LCT, no es posible inferir que la protección legal del despido por causa del 

matrimonio no opere para los empleados varones, así si se prueba que el despido del 

trabajador varón obedece a causa del matrimonio, es procedente la indemnización del art. 

182 de la LCT.  Entiende este autor que al igual que en el caso de maternidad, la LCT 

establece la presunción iuris tantum de que el despido se entiende a causa de matrimonio 

cuando un empleado fuera despedido sin invocación de causa, o no fuera probada la que 

se invoca, dentro de los tres meses anteriores y seis posteriores al matrimonio. Para que 

tal presunción opere, es indispensable la notificación fehaciente al empleador en fecha 

contemporánea con la del plazo mencionado en la citada norma.  
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Dice Estudio Vilaplana (2021) que teniendo en cuenta la sanción del matrimonio 

igualitario y la protección integral de la familia como institución elemental de la sociedad, 

la doctrina plenaria respecto a la no aplicación de la presunción iuris tantum respecto al 

despido por causa del matrimonio, ha perdido vigencia, quedando en un plano de igualdad 

los trabajadores hombres y mujeres, pues en caso contrario se estaría en presencia de un 

trato discriminatorio que sería además irracional y no puede ser admitido por el 

ordenamiento jurídico. 

Al respecto de la materia de discriminación, Borenstein (2013) explica que el 

Convenio 111 de la OIT estipula que discriminación "es cualquier distinción, exclusión 

o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, 

ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de 

oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación".  

Dice Borenstein (2013) que en adición a los motivos de discriminación prohibidos 

por el convenio 111, se pueden mencionar otros motivos prohibidos en virtud de otras 

normas de la OIT, tales como, la discriminación por motivos de afiliación o de militancia 

sindical, por responsabilidades familiares o por el hecho de ser un trabajador a tiempo 

parcial. Así, Convenio 156, sobre trabajadores con responsabilidades familiares, 1981, 

dispone en su art. 3, que "con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de 

trato entre trabajadores y trabajadoras, cada miembro deberá incluir entre los objetivos de 

su política nacional el de permitir que las personas con responsabilidades familiares que 

desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto 

de discriminación y, en la medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades 

familiares y profesionales". 

IV.b. Postura del Autor 

Este autor considera que el racional empleado por la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación en el fallo analizado se constituye como una acción positiva para establecer la 

verdadera igualdad de género respecto a los derechos del trabajo reconocidos. Así al 

reconocer el despido del trabajador como discriminatorio por causa de sus nupcias 

recientemente contraídas, el cimero tribunal nacional pone en un plano de igualdad a 

trabajadores masculinos y femeninos, logrando la verdadera tutela emanada de la ley, que 

es la protección de la familia como base fundante de la sociedad. 
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Para así resolver, el tribunal ha considerado que, aunque la protección contra el 

despido por matrimonio está bajo el título “El trabajo de las mujeres” en la LCT, debe 

adaptarse la interpretación de la norma el contexto actual, más allá de la textualidad de la 

norma, interpretando según la intención verdadera de la norma que es la protección de la 

familia. Además, como es sostenido en el decisorio, más allá del título en que la tutela se 

encuentra inserta, en ningún momento menciona la protección solo en favor de las 

empleadas mujeres. Así con un ejemplar fallo el tribunal resuelve por la ampliación de la 

tutela emanada de decisiones jurisprudenciales previas, aplicando la presunción iuris 

tantum emanada del art. 182 de la LCT.  

Esta novación del máximo tribunal nacional es entendida por este autor, como un 

intento por establecer una verdadera base igualitaria, y una adecuación en la 

interpretación de la norma al contexto actual. Así mismo pretende realizar una 

interpretación de la norma entendiendo los contextos sociales actuales. Si bien en este 

caso no se planteó desde un matrimonio igualitario, sienta las bases para que en estos 

contextos puedan ser reconocidos los mismos derechos para todos los trabajadores, sin 

importar la identidad de género.  

Por otro lado, este autor entiende que el máximo tribunal nacional en su decisorio 

operó dentro del marco de los principios centrales del derecho laboral. Así pues, la duda 

en la interpretación de la norma emanada de la LCT en sus artículos 180, 181 y 182 fue 

interpretada en favor de la parte más débil de la relación laboral, y por otro lado basado 

en el principio de no discriminación, puso en plano de igualdad la interpretación de esta 

normativa al aplicarla de igual manera y sin distinciones, tanto para trabajadoras mujeres, 

como así también y en igualdad de condiciones a trabajadores hombres.  

V. Conclusión 

En este trabajo se abordó una problemática fruto de un contexto social actual, donde 

existen familias conformadas de maneras diversas, con la interpretación de la norma que 

protege al trabajador ante despidos de carácter discriminatorio por causa del matrimonio. 

Se considera de carácter elemental para una correcta aplicación de la tutela emanada de 

la ley, entender que esta norma debe interpretarse según el verdadero espíritu de la ley, 

intención que es la protección de la familia, adecuando la interpretación a la actualidad 

social imperante, y no por la simple posición taxativa que ocupa dentro del título genérico 

en que estaba ubicada. 
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Además, ha quedado de manifiesto la importancia de los principios protectorios de 

los trabajadores, sin importar su condición de género, ya que los mismos tienen su origen 

en instrumentos internacionales jerarquizados a nivel constitucional. En consonancia con 

lo expuesto, además de una falta de adecuación en la interpretación de la normativa de 

protección, no se puede perder de vista el hecho de aplicar la tutela solo a trabajadoras 

mujeres, hecho que implicaría, además, una violación a los principios de no 

discriminación. 

Por otro lado, en la actualidad, mucho se habla sobre la tan anhelada igualdad de 

género, pero desconocer tan importante tutela en favor de los empleados varones, se 

vislumbra a todas luces como un acto que lejos de favorecer la igualdad, repite patrones 

y perpetúa las desigualdades.  
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